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Resumen
En la presente ponencia, se propone un análisis de los programas de Compra Pública de

Alimentos a la Agricultura Familiar por parte de los Estados nacionales, tomando como

referencia las discusiones sobre la Economía Social y Solidaria (ESyS), a través de un

acercamiento comparativo entre Argentina y Brasil. El desarrollo de la presentación se

organizará de la siguiente forma: primero se desarrollarán líneas generales respecto a la

Economía Social y Solidaria en cada país, enmarcando su contexto e historicidad, así como

las nociones y acciones que se desplegaron en su gestión. Luego, a través del análisis de

algunos programas en particular, se retomará la agenda política de la Compra Pública de

Alimentos a la Agricultura Familiar en Argentina y en Brasil, centrando la atención

especialmente en las concepciones movilizadas, les actores e instituciones implicadas, la

participación de la sociedad civil, los alcances de las mismas, y los derechos que han

instalado. En este apartado, se buscará aportar a una comparación de estas políticas a

partir de analizar la manera en que las intervenciones operan y configuran de manera

diferencial las desigualdades sociales. Se cerrará la presentación recuperando que el

análisis en clave comparativa de estas políticas, resulta mucho más provechoso si se

intersecta con los aportes de la Economía Social y Popular, dando una mirada mayor a

estos procesos de estatización que no solo tienen el potencial de beneficiar a quienes el

Estado compra, sino también a aquelles entre quienes distribuye.

Palabras Clave: Compra Pública de Alimentos; Agricultura Familiar, Economía Social y

Solidaria; Políticas Públicas.

1. Introducción: aportes teóricos y conceptuales
En esta ponencia, me detendré en la Compra Pública de alimentos, la cual puede

entenderse como el poder comprador del Estado a la Agricultura Familiar para ofrecer

alimentos en distintos establecimientos, vinculados en general con sectores en situaciones

de vulnerabilidad social. De esta manera, se comprende que este tipo de políticas contienen

el potencial de intervenir tanto en la Agricultura Familiar como en la seguridad alimentaria

de la población (Maffra y Boza Martínez, 2020). Es reconocido que actualmente, el grueso
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de la producción de alimentos frescos provenientes de la Agricultura Familiar se canaliza en

mercados concentradores, y sólo un porcentaje reducido atraviesa canales alternativos de

comercialización. Caracciolo (2019), analiza estos circuitos alternativos, recuperando

particularmente el rol protagónico que adquiere el Estado, el cual se ubica como

intermediario entre productores y consumidores, en aquellas modalidades en las cuales la

gestión del espacio está a su cargo; o como organizador para compre público, en relación

directa con les productores. A la vez considera que un grado más avanzado de participación

del Estado podría darse cuando éste interviene no sólo en la compra de la producción

primaria sino también en su procesamiento y venta (Caracciolo, 2019).

Si bien existen muchas formas de poder abordar esta política, considerarla dentro de la

propuesta de la Economía Social y Solidaria (ESyS) permite rescatar los nexos entre el

conjunto de las actividades económicas y prácticas sociales que desarrollan distintos

sectores populares, y la interrelación de estos con la esfera estatal (Sarria Icaza y Tiribia,

2004). De allí que resulte útil reponer la noción que sostiene Castelao Caruana (2016) sobre

la ESyS, al entenderla como el “conjunto de organizaciones y empresas involucradas en la

producción de bienes y servicios que se caracterizan por dar respuesta a las necesidades

sociales, los anhelos de identidad colectiva y los proyectos de una sociedad democrática y

equitativa” (Castelao Caruana, 2016: 355). Además, al entenderlas como parte de las

políticas de la Economía Social y Solidaria, se resalta su condición de políticas

socioeconómicas, ya que trascienden la clásica distinción entre lo económico y social, y

refieren tanto al nivel estatal, como a la representación del interés colectivo de estos

sectores excluidos (Hintze, 2010).

En el marco de estas consideraciones, resulta importante establecer que las políticas

públicas son entendidas aquí como un “conjunto de acciones y omisiones” que expresan

“una determinada modalidad de intervención del Estado en relación con una cuestión que

concita la atención, interés o movilización de otros actores en la sociedad civil” (Oszlak y

O´Donnell, 1995: 112-113). De esta manera, puede pensarse a la política pública como un

proceso que se inicia en el momento en que se “detecta” la existencia de un problema que

merece su atención, lo cual nos sitúa en la arena emergente que resulta de la interacción y

el intercambio entre Estado y sociedad; proceso social complejo que atraviesa y es

atravesado por múltiples actores, instituciones y sectores de la sociedad (Tamayo, Saez,

1997). En este sentido, recupero junto con Adelantado, Noguera y Rambla (1998), el crucial

protagonismo que tienen todas las políticas en la estructuración de las sociedades, siendo

la esfera estatal central en la distribución y en la reproducción simbólica, ideológica y

cultural de las desigualdades sociales. En las siguientes líneas, interesa por tanto reponer,

no sólo las trayectorias de las políticas nacionales en la Compra Pública de alimentos a la



Agricultura Familiar en Brasil y Argentina, sino también considerar especialmente las

maneras en que estas intervenciones configuran o modelan las desigualdades sociales.

Para ello, organizaré la ponencia de la siguiente manera. Primero repondré brevemente el

enfoque y la estrategia metodológica propuesta. A continuación, introduciéndome ya en el

análisis, describiré algunas líneas para pensar las particularidades de la Economía Social y

Solidaria en Brasil y Argentina, lo cual otorgará un enmarque para centrarme, en la

siguiente sección, específicamente en las políticas de Compra Pública a la Agricultura

Familiar en cada país, y su comparación entre países.

2. Enfoque metodológico
El presente trabajo se propone desde un diseño cualitativo, el cual permite aproximarnos a

los fenómenos sociales desde una perspectiva holística. Este tipo de estrategias busca un

diálogo flexible y constante entre los fenómenos estudiados y el planteamiento teórico de

partida, siendo su lenguaje de carácter discursivo y argumentativo, y manteniendo la

complejidad de los fenómenos sociales (Verd y Lozares, 2016). Esto resulta particularmente

significativo para los objetivos de este trabajo dado que no interesa un acercamiento

cuantificable o numérico de las políticas de Compra Pública, sino una aproximación que

permita desandar las particularidades nacionales, en relación con distintos ejes de

desigualdad. Además, se propone un enfoque comparativo, cuya importancia suele ser

reconocida, aunque no exista un acuerdo tan sólido respecto al modo en que éste debería

hacerse o sobre sus consecuencias (Cochrane, 1997). Por la particularidad de analizar dos

casos nacionales, una de las dificultades que puede aparecer potencialmente es interpretar

la experiencia de otros países, como Brasil, en términos del propio, lo cual hace necesario

mantener la alerta que cuestiones parecidas pueden tener significados sociales distintos en

cada lugar. Por eso es importante remarcar las especificidades sobre qué se entiende por

Economía Social y Solidaria, Compra Pública de alimentos, o Agricultura Familiar en cada

marco nacional, así como la manera en que las políticas públicas se despliegan en el

entramado social. De esta forma, en lo sucesivo haré hincapié en las particularidades

políticas y contextuales de cada caso, lo cual servirá para proporcionar el marco necesario

de toda comparación

Estas líneas se enmarcan en una investigación comenzada recientemente y de mayor

alcance, como parte de la elaboración del trabajo final de una Especialización en curso1, en

la cual se analizan las políticas agroecológicas en nuestro país. Por lo tanto, constituye un

primer acercamiento al objeto de estudio, lo que implica que en esta instancia predomine un

diseño exploratorio, el que, retomando a Cea D'Ancona (1998), se lleva a cabo para

1 Se trata de la Especialización en Políticas Sociales, de la Facultad de Trabajo Social de la
Universidad Nacional de La Plata (FTS-UNLP)



familiarizarse con el problema o comprobar que la estrategia se adecúa a la temática. Sin

embargo, tal como elabora la autora, el estudio exploratorio rara vez constituye un fin en sí

mismo, por lo que en los futuros momentos se procederá a su descripción y exploración, a

través de nueva documentación disponible. De allí que el corpus del que parte esta

ponencia esté conformado en su mayoría por fuentes secundarias, en general a partir de

literatura y bibliografía afín. Se prevé por ello que en acercamientos futuros pueda ampliarse

el número de estos últimos, para así dar lugar a un estudio de mayor profundidad y alcance.

3. La Economía Social y Solidaria en Brasil y Argentina
En este apartado, me detendré en algunas líneas que considero importantes respecto a la

Economía Social y Solidaria en Brasil y Argentina, dado que en ellas se enmarca el análisis

que realizaré sobre las Compras Públicas a la Agricultura Familiar. Siguiendo con Hintze

(2010), en las políticas vinculadas a la Economía Social y Solidaria confluyen dos tipos de

culturas, las cuales no son a priori homogéneas ni contrarias, pero que tienen raíces y

prácticas diferentes: aquella que proviene del Estado y aquella que lo hace de

organizaciones de la sociedad civil. Potencialmente, es a partir de la institucionalización de

valores y normas en conjunto que se abonará a la construcción de una nueva cultura

compartida, generada a través de procesos de interacción entre ambas y a partir del

desarrollo de proyectos de interés común (Hintze, 2010). En relación a la región de la que

parte esta investigación, la autora, retomando a Pochmann, propone entender que el

avance general de la Economía Social y Solidaria en América Latina se debe a la

convergencia de tres movimientos: un gran excedente de fuerza de trabajo calificado

producto de la desproletarización de la antigua clase obrera industrial, el

desaburguesamiento de una parte de les empleades de clase media, y el aumento en la

participación en organizaciones y movimientos sociales colectivas.

En el caso de Brasil, este sector es generalmente denominado “Economía Solidaria” y

puede encontrar sus raíces institucionales en el “Foro Brasileño de Economía Solidaria”

(FBES), movimiento que en 2003 con la asunción presidencial de Lula da Silva, impulsó la

creación de la Secretaría Nacional de Economía Solidaria (SENAES). Esta Secretaría es

considerada una conquista de los movimientos de la ESyS por haber este incidido en su

formulación y en la definición de su plan de trabajo, y por ser una unidad específicamente

creada para asumir la temática. A ella le corresponde el mayor protagonismo en términos de

conceptualización y difusión de la Economía Solidaria, y sus intervenciones han abarcado

desde formación, capacitación, asistencia técnica, apoyo a la organización, a la producción,

comercialización y consumo, acceso al crédito, entre otras (Hintze, 2010).

Sin embargo, no es la única institución encargada de abordar la Economía Solidaria en

Brasil, siendo una característica de los programas públicos de este sector los intentos de



lograr que la política sea transversal, lo cual se advierte al atender a las acciones en el

ámbito de los diversos organismos. Justamente, la Economía Solidaria es desplegada en

Brasil a través de distintos Ministerios, como lo es el de Desarrollo Agrario, el de Educación,

el de Desarrollo Social y Combate al Hambre, y el de Trabajo y Empleo (en este último se

aloja la SENAES). Por ejemplo, se creó el Consejo Nacional de Economía Solidaria, como

órgano consultivo y propositivo, y la Conferencia Nacional de Economía Solidaria, la cual es

una instancia de gobierno tripartita: un tercio de la participación corresponde al gobierno y

los bancos federales, otro tercio a los movimientos y entidades de la sociedad civil y, por

último, un tercio a les trabajadores de emprendimientos solidarios.

Castelao Caruana y Srnec (2013) consideran al caso brasilero como un enfoque de la

Economía Social y Solidaria dual, ya que, si por un lado, las cooperativas se rigen por una

Ley de Cooperativas vigente desde 1971, y cuentan desde el año 2012, con una Ley

Nacional que regula la relación entre la entidad, sus miembres y les prestadores de

servicios; por el otro, los emprendimientos solidarios y otras formas de organización

productiva identificadas con la ESyS aún no son legalmente reconocidas, aunque, reunidas

en el Foro Brasilero de Economía Solidaria (FBES), estas entidades se han movilizado para

presentar una propuesta de ley al Estado nacional que reconozca su existencia y actividad.

Sin embargo, para Coraggio (2014), si bien la política social que se expresa en los

documentos brasileños entiende a la Economía Solidaria como una vía para resolver la

desocupación más que como una opción de cambio estructural, en la práctica la visión que

prevalece es amplia, siendo un importante apoyo a los emprendimientos asociativos

autogestionados por les trabajadores. En este sentido, continuando con el autor, el discurso

de la SENAES va más allá de la política social compensatoria y propone la Economía

Solidaria como una forma alternativa de organización de los procesos económicos2.

A la vez, las políticas de este sector en Brasil han atravesado un proceso de

descentralización a partir de la generación de estructuras locales, ya que en todo el territorio

federal la cobertura se realiza a través de Delegaciones Regionales de Trabajo, Foros

Estaduales, e instituciones sociales (Castelao Caruana y Srnec, 2013). En relación a esto,

la política de Economía Solidaria en Brasil es considerada como modelo en la búsqueda de

inclusión de la participación social en estas decisiones gubernamentales; y en todos los

documentos de la SENAES en que se plantean las líneas de trabajo hay una invocación al

carácter articulado y compartido con la sociedad civil de las iniciativas. De esta manera, se

2 Particularmente en el año 2004 se puso en marcha dentro del Plan Plurianual del Gobierno Federal, el
programa “Economía Solidaria en Desarrollo”, el cual incluye la elaboración de proyectos de acción, el
relevamiento y registro periodico de los emprendimientos económico-solidarios, que es un mapeo ampliamente
reconocido por su alcance y generalidad (aunque se excluyan en este ciertas formas de organización, o
características estructurales del sistema económico), la capacitación y asistencia técnica, entre otras acciones
(Castelao Caruana y Srnec, 2013). Su financiamiento y ejecución son responsabilidad del SENAES, el
Ministerio de Desarrollo Social y Combate al Hambre y el Consejo Nacional de Asistencia Social.



destaca el carácter de construcción colectiva por el cual un movimiento social coloca en la

agenda pública la temática, e impulsa su institucionalidad (Hintze, 2010).

Para el caso argentino, si bien se vienen desarrollando significativos avances en línea con

la Economía Social y Solidaria, es limitada la concepción estatal que predomina sobre su

alcance, así como su falta de sistematización. Siguiendo con Coraggio, (2014), mientras

que en Brasil el nombre utilizado es “Economía Solidaria”, en Argentina el discurso estatal

habla de “Economía Social”. A diferencia de la situación brasileña, donde la incorporación

de las demandas de la Economía Solidaria encuentra origen en los movimientos sociales, la

génesis de las políticas públicas para la Economía Social y Solidaria en Argentina se

remonta a la situación de crisis y emergencia de comienzo de milenio que reclamó políticas

sociales urgentes para contener una masa creciente de nueves pobres. A la vez, el autor

resalta en el país la ausencia de un movimiento relativamente autónomo equivalente al

brasileño, lo cual ha influido en contra de su visibilidad y, contra la posibilidad de generar

una estrategia orientada hacia la construcción de otra economía (Coraggio, 2014).

Si se recupera la cuestión de la normativa, se encuentra que, por un lado, las Cooperativas,

Asociaciones y, en algunos casos, las mutuales están incluidas en la legislación provincial y

nacional, y en las Constituciones de la mayor parte de las provincias. No sucede lo mismo

con el resto de los emprendimientos productivos y comerciales identificados con los

principios de la Economía Social y Solidaria, los cuales no se encuentran mencionados en

la legislación nacional, y, al no estar reconocidos de manera legal, regulados ni fiscalizados,

enfrentan trabas para acceder a financiamiento y participar en el mercado formal.

A nivel de estructura organizativa, en el marco del Ministerio de Desarrollo Social de la

Nación se encuentran el Instituto Nacional de Asociativismo y Economía Social (INAES) con

rango de Secretaría de Estado, la Secretaría de Economía Social, la Subsecretaría y

Dirección de Promoción de la Economía Social y Desarrollo Local, así como la Dirección del

Registro Nacional de Efectores de Desarrollo Local y Economía Social3. Continuando con

Castelao Caruana y Srnec (2013) dentro de esta estructura, pueden entreverse dos

problemas centrales, por un lado, que la ausencia de instrumentos jurídicos adecuados a la

realidad de las organizaciones, lo cual restringe el crecimiento del sector. Por otro lado, no

todas las políticas de los organismos mencionados integran a las diferentes organizaciones

que componen la ESyS, ni promueven el desarrollo de les mismes actores (por ejemplo el

INAES limita sus acciones a cooperativas y mutuales). Con ello, las reglas institucionales de

estos espacios desde donde se han gestionado las políticas vinculadas al sector, incidieron

en la noción de Economía Social y Solidaria, excluyendo referencias de las prácticas que

3 Consultado en https://mapadelestado.jefatura.gob.ar/estructura_oescalar.php?n1=013

https://mapadelestado.jefatura.gob.ar/estructura_oescalar.php?n1=013


efectivamente se desarrollaban en territorio, para abocarse a resultados no reales sino

potenciales, derivados de la aplicación de ideales como el de las relaciones solidarias, el

empoderamiento individual y colectivo, o la creación de empleos sostenibles. Aquellos

principios que potenciaran la capacidad de las organizaciones de la ESyS “de generar

proyectos colectivos y de transformación social, como la producción de bienes y servicios

socialmente útiles, la democracia organizacional y la propiedad colectiva e indivisible, fueron

poco mencionados y, en la etapa de implementación, muchas veces ignorados” (Castelao

Caruana, 2016: 373).

4. Iniciativas de Compras Públicas en Brasil y Argentina
Una vez caracterizadas algunas ideas centrales respecto a la Economía Social y Solidaria

en ambos países, en esta sección me detendré primero, en la descripción de algunas

políticas de Compra Publica de alimentos a la Agricultura Familiar, intentando remarcar las

particularidades de cada caso nacional; para luego ahondar en su comparación.

Respecto a Brasil, esta política se incorporó en la agenda estatal en el año 2003 a través

del Programa de Adquisición de Alimentos (PAA) perteneciente al Programa “Hambre Cero”,

instituido por la “Ley de Adquisición de Alimentos N° 10.696”, dispensado por la “Ley de

Licitaciones para compras públicas N° 8.666”, y reglamentado por el “Decreto N° 6.447”. En

esta misma línea, se encuentra la “Ley N° 11.974” por la cual se obliga a los municipios a

destinar el 30% de los recursos federales a adquirir productos de la Agricultura Familiar a la

merienda escolar (FAO, 2015).

El Programa Hambre Cero, propuso estimular la producción de alimentos de les agricultores

familiares en mayor situación de pobreza, tanto para el autoconsumo como para la

comercialización y generación de renta. Muches de elles, no tenían incentivos para ampliar

su producción porque no conseguían comercializar sus productos a precios compatibles con

sus costos, dependientes de intermediaries que disminuían drásticamente sus ganancias.

Este proceso constituía un círculo, por el cual cuanto mayor era la dificultad para vender sus

productos y generar ganancia, menor era la producción de alimentos para autoconsumo (Da

Silva, Del Grossi, y Galvão de França, 2012). Este diagnóstico fue la base para la creación

del Programa de Adquisición de Alimentos, que tenía por objetivo vincular la producción

local con el consumo de alimentos, construyendo de esta forma reservas mínimas de

productos alimentarios de la canasta básica a través de la compra directa y anticipada a la

Agricultura Familiar en las propias regiones de consumo (especialmente a agricultores

familiares, asentades de la reforma agraria, comunidades indígenas y demás pueblos y

comunidades). Estos alimentos adquiridos, tienen como prioridad atender a las personas en

situación de inseguridad alimentaria y nutricional, como a las comunidades comprendidas

por programas sociales locales, poblaciones indígenas, quilombolas, afectades por



represas, y otros sesenta grupos sociales, a través de entidades de la red socio-asistencial

(guarderías, escuelas, hospitales, Fuerzas Armadas, casa de mayores, etc.), restaurantes

populares, bancos de alimentos y cocinas comunitarias, así como las canastas distribuidas

por el Gobierno Federal (Maffra y Bozza Martínez, 2020). Además, es importante mencionar

que dentro de sus estrategias, se prevé la formación de centros de acopio estratégicos y el

suministro de mercados locales de alimentos (Soares, 2017).

De esta manera, se encuentra en el horizonte del programa un doble propósito. Por un lado,

la mejora de las condiciones de alimentación de las personas que se encuentran en

situación de vulnerabilidad social o en situación de inseguridad alimentaria, a través de la

distribución de canastas de alimentos. El segundo objetivo es dinamizar las economías

locales, generando un nicho de mercado específico para la Agricultura Familiar, procurando

contrarrestar las inequidades en el mercado alimentario que afectan a este segmento

productivo, con la contribución a la renta de agricultores familiares. Se entiende entonces,

que la política busca contribuir a la estructuración de circuitos locales y regionales de

seguridad alimentaria, por medio del financiamiento y la formación de las organizaciones

(FAO, 2015).

Es significativo reponer el rol de la participación social en estas políticas de Compra Pública

de alimentos, análisis que debe enmarcarse en las características generales de la

Economía Solidaria brasileña, ya que, como fue retomado en párrafos previos, un hecho

distintivo de esta ha sido la amplia conformación de movimientos que la sostienen.

Específicamente sobre la política de Compra Pública de alimentos, la participación social se

resalta como un pilar central en el diálogo y en la consolidación de alianzas del gobierno

con la sociedad civil, a través de la reactivación del Consejo Nacional de Seguridad

Alimentaria y Nutricional (un organismo de asesoría directa al Presidente de la República), y

con su participación efectiva tanto en las políticas de seguridad alimentaria como de

fortalecimiento de la Agricultura Familiar, así como en la aprobación de las demandas (FAO,

2015). Justamente, las organizaciones económicas, asociaciones, cooperativas y entidades

de la sociedad civil han asumido un papel destacado en la puesta en marcha del Programa

de Adquisición de Alimentos, de forma de movilizar y organizar a les beneficiaries para

superar los obstáculos surgidos de las condiciones de participación, resaltando el fuerte

compromiso de diverses actores para la ejecución del Programa, tanto en las esferas

institucionales como en las organizaciones de agricultores familiares y en las entidades

asistenciales (Da Silva, Del Grossi, y Galvão de França, 2012)

Respecto a Argentina, las Compras Públicas a la Agricultura Familiar no cuentan en nuestro

país con legislación o normativa específica, ni tampoco con políticas amplias y

sistematizadas a nivel nacional. Pero, si bien no existe una Ley de Compras Públicas a nivel



nacional, un antecedente sustancial lo constituye la “Ley N°27.118 de Reparación histórica

de la Agricultura Familiar para la construcción de una nueva ruralidad en Argentina”, que en

su Art. 22, inc. 3, promueve la compra de bienes y servicios a la Agricultura Familiar por

parte del Estado (Mila, 2015) Además, en el mismo artículo, se promociona la creación de

“ferias”, de “marcas comerciales y denominaciones de origen y otros mecanismos de

certificación”, estableciendo la prioridad en las contrataciones estatales a la compra de

alimentos provenientes de establecimientos productivos de agricultores familiares.

Especialmente respecto a la propuesta de la Compra Pública, en Argentina pueden

rastrearse algunos antecedentes e iniciativas locales y provinciales, como en Misiones el

Programa Hambre Cero que entrega tickets a sus usuaries para realizar compras en las

Ferias Francas de la Agricultura Familiar. Justamente después de la crisis de 2001, la

experiencia de las Ferias Francas se hizo extensiva tanto a nivel local como nacional,

surgiendo en todo el país, además de ferias, otras formas de comercialización directa como

mercados solidarios, cooperativas de consumo, y bolsones de verduras (Golsberg y

Dumrauf, 2010). En consonancia con lo elaborado por Zain El Din, Dumrauff y Moricz

(2015), una particularidad del contexto actual, la constituye el hecho de que en el último

tiempo se han diseñado e instrumentado desde el Estado nacional en conjunto con las

provincias, algunas iniciativas en relación a la promoción y apoyo de procesos de

comercialización que proponen condiciones de mayor equidad a productores y

consumidores. Ejemplos de estas son la red de Comercios de proximidad que incluyen a

comerciantes pequeñes y medianes que se incorporaron a la política de Precios Cuidados;

las Ferias Populares que promueven el desarrollo de formatos de comercialización

alternativos para acercar productores con consumidores estableciendo precios de

referencia; y el Súper Mercado Central como nuevo formato de comercialización minorista

(que se enmarca en la política nacional de descentralización del Mercado Central junto con

la administración de precios flexibles). Por su parte, el Programa de Promoción del Mercado

Interno promueve el consumo de productos que se comercializan a través de camiones

identificados con los logos de la Red (Zain El Din, Dumrauff y Moricz, 2015).

Si bien en la “Ley de Reparación Histórica” mencionada, se fijó que el Estado compre un

30% de sus productos alimentarios a la Agricultura Familiar y a las empresas de Economía

Social, las prácticas sociales muestran ciertas dificultades para lograr esa meta. Debido a lo

incipiente de las iniciativas a nivel nacional, a la carencia de instrumentos legales y

normativos, y la poca transversalidad de las experiencias recuperadas, se encuentran en

nuestro país distintas tensiones respecto a las iniciativas de Compra Pública, por ejemplo,

con aquellos alimentos que aun cumpliendo los estándares bromatológicos y de etiquetado,

se ven limitados en su circulación por la diversidad normativa y de control entre las

diferentes provincias.



Sobre el lugar de la sociedad civil en las políticas de compra pública, este contrasta

respecto al ocupado en el caso brasileño, ya que movimientos y organizaciones sociales no

fueron incluídos en la etapa de planificación y consulta para diagramar las políticas, sino

exclusivamente en la etapa de implementación, lo cual de todas forma representó un

avance en su reconocimiento como interlocutores válides. Siguiendo nuevamente con

Castelao Caruana (2016), aun cuando en algunos casos este tipo de participación derivó en

la tercerización de las funciones del Estado, su actuación en los territorios constituye un

antecedente para la formulación y puesta en práctica de procesos de co-producción y

co-construcción de las políticas públicas. A la vez, es importante mencionar la participación

de la sociedad civil en la presentación de proyectos de ley. Considerando lo mencionado

sobre la falta de reglamentación vigente hasta el momento para promover la compra por

parte del Estado a la Agricultura Familiar, desde hace dos años se ha presentado un

Proyecto de Ley que crea un régimen de aplicación nacional de compras a la Agricultura

Familiar campesina e indígena, y Agricultura Familiar de zonas urbanas y periurbanas, a

través de la creación de un fideicomiso (Mila, 2015)

Estas políticas de Compra Pública desplegadas en ambos países, se relacionan,

contribuyendo o desalientando distintos ejes de desigualdad en las sociedades. Por lo que,

en lo que resta de este apartado, me detendré en elaborar algunas líneas para su

comparación. Tal como introduje al comenzar la ponencia, retomo lo propuesto por

Adelantado, Noguera y Rambla (1998), quienes entienden a la estructura social como el

conjunto de prácticas en que se organizan y relacionan grupos e instituciones, que crean

unos ejes de desigualdad que configuran sus identidades, horizontes y caminos posibles de

acción social. La estructura social se constituye como un sistema de posiciones

jerarquizado en función de distintas divisiones con que se ordena la realidad social, y en la

cual la esfera estatal es central, ya que, mediante las políticas sociales, su papel es crucial

en la distribución y en la reproducción simbólica, ideológica y cultural de las desigualdades

sociales. Justamente, los autores resaltan la recursividad entre estructura social y política

social, interrelación con un constante flujo de fuerzas, dado que las políticas sociales tienen

un protagonismo crucial en la estructuración de las sociedades. Ellos, analizan distintos ejes

de desigualdad que se vinculan con esta interrelación entre estructura y política, como los

son la clase social, la diferencia etaria, la genérica y la racial, la ciudadanía, la posición

respecto a la estructura administrativa del Estado, y las capacidades asociativas. En este

análisis me centraré especialmente en las relaciones entre las políticas de Compra Pública

de alimentos y las desigualdades de clase social, de etnia o racial, de ciudadanía y las

capacidades asociativas.



Para comenzar, el primer eje que elaboran los autores y atraviesa la política de ambos

países es la clase social, entendida como desigualdad en cuanto al control de los medios de

producción. En este sentido, en ambos países es resaltado el lugar de desventaja respecto

a su posición social de quienes venden sus alimentos, les agricultores familiares,

desposeídes de recursos, medios de producción y comercialización a gran escala. Pero es

particularmente en el caso brasilero, donde también se incluye y contempla a otro conjunto

de beneficiaries, aquelles en situación de inseguridad alimentaria y pobreza, existiendo una

normativa especial que legisla la entrega a centros educativos. En el Programa de

Adquisición de Alimentos, se remarca la importancia de la seguridad alimentaria en la lucha

contra la pobreza, ante la falta de acceso a alimentos por ausencia de recursos económicos

de las poblaciones pobres (Soares, 2017). Es por eso, que los alimentos adquiridos tienen

como destino las entidades de la red socio asistencial, espacios educativos, de adultes

mayores, instituciones populares, cocinas comunitarias, y canastas distribuidas por el

gobierno (Maffra y Boza Martínez, 2020). Salvando esta especificación de grupos

beneficiaries de la normativa brasileña, no se observan otras diferencias sustanciales entre

ambos países en las consideraciones de sus normativas respecto al eje de la desigualdad

de clase. Pero sí resulta importante mencionar que al eje de la clase social se le yuxtapone

el eje de la ruralidad-urbanidad, ya que puede asociarse la desposesión y falta de acceso a

los medios de producción, con la ubicación geográfica de las poblaciones. Esto es resaltado

particularmente en el caso argentino, donde se especifica en la “Ley de Reparación

Histórica…” que se denominan particularmente como agricultores a quienes realicen

actividades productivas agrícolas, pecuarias, forestal, pesquera y acuícola especialmente

en el medio rural. Si bien podrían considerarse ejes distintos, la clase social y la ruralidad

aparecen enlazadas en este caso.

Junto a estos ejes de desigualdad también se encuentra la desigualdad étnica o racial, que

para Cochrane (1997), constituye un elemento crucial en la mayoría de los Estados de

bienestar, ya que estos se han configurado en gran parte en respuesta a distintas

interpretaciones de la categoría raza. En este sentido sobresale en la normativa brasileña la

atención a la definición y el reconocimiento de la Agricultura Familiar tal como se recoge en

la “Ley de Agricultura Familiar N° 11.326”, donde se define en ella a una variedad de

poblaciones, como los grupos afroamericanos, quilomboles e indígenas, especificidades

que no son centrales para la definición de la Agricultura Familiar propuesta por la “Ley

Argentina de Reparación Histórica”, donde la pertenencia a comunidades de pueblos

originarios se ubica en último orden, a manera subordinada de las variables de clase social

y ruralidad. Sin embargo, debe apuntarse que para el caso argentino, la definición de

Agricultura Familiar que se establece en dicha Ley representa un cambio respecto a

normativa y legislación previa, ya que se incluyen sujetes sociales individuales y colectives,



como campesines y pueblos originarios, que anteriormente no se encontraban dentro de las

definiciones. Estas cuestiones, delimitan una intención por parte de los Estados nacionales

de comenzar a internalizar a estos grupos sociales como sujetes de derechos.

Esto puede vincularse con otro eje de desigualdad como lo es el de la ciudadanía.

Siguiendo con Cochrane (1997), la diferenciación racial implicó una manera de definir el

estatus de residentes y ciudadanes de los Estados nacionales, en delimitación y contraste

con aquelles considerades extrañes, definides como “inmigrantes”. Justamente Adelantado,

Noguera y Rambla (1998), entienden a la desigualdad respecto a la ciudadanía como

aquellas divisorias jurídicas y políticas respecto a la condición de sujetes de derecho. Esto

puede observarse en lo respuesto sobre les beneficiaries de las políticas de Compra

Pública, ya que el acento diferencial sobre la categoría racial (en el caso brasilero) da

cuenta de su consideración e institucionalización en las políticas como sujetes ciudadanes

de derechos.

Por último, continuando con estes autores, se presenta el eje de desigualdad de

capacidades asociativas, que comprende aquellas asociaciones y movimientos con un

cierto grado de institucionalización, resaltando el carácter conflictivo y las capacidades

desiguales de organización de les agentes de acuerdo con su posición social. De allí que la

política social pueda generar la emergencia de actores sociales, incrementando o

disminuyendo su capacidad de organización, su grado de institucionalización, su

homogeneidad interna, o distribuyendo recursos económicos y de poder (Adelantado,

Noguera y Rambla, 1998). Esto se ve claramente en los ejemplos mencionados, donde las

políticas de Compra Pública necesitaron, a la vez que institucionalizaron, movimientos y

grupos sociales, siendo estes intermediaries de las políticas especialmente en momentos de

implementación y con una base territorial, en el caso de Argentina; o siendo parte del

proceso de génesis y gestación de las políticas, con una presencia fuerte en todas las

etapas de configuración de los programas, y siendo recuperada su heterogeneidad interna a

la vez que enmarcada en lineamientos comunes, como en el caso de Brasil.

5. Palabras a modo de cierre
Las diferencias que se resaltan entre los dos casos presentados, parten de una historia de

la política social de Compra Pública de alimentos en Brasil de larga data, frente a iniciativas

que recién comienzan a articularse en nuestro país. Sumado a ello, las diferencias de

magnitud entre los dos países es marcada, no solo por la demografía brasileña y el alcance

poblacional que implica allí esta política, sino por las dimensiones territoriales, y su

conformación en cada país. A lo largo de este trabajo intenté aproximarme desde un

enfoque comparativo en el analisis de estas políticas en los dos casos nacionales,

subrayando distintas aristas.



Una de ellas la constituyó la normativa vigente sobre la Compra Pública de Alimentos a la

Agricultura Familiar, la cual en Brasil se compone de una serie de documentos y legislación

existente hace casi veinte años sobre el Programa de Adquisición de Alimentos (entre otras

intervenciones); en contraste con Argentina, donde no se reporta legislación aunque se

menciona en la “Ley de Reparación histórica de la Agricultura Familiar”, la promoción de la

compra de bienes y servicios a la Agricultura Familiar por parte del Estado, así como la

creación de ferias y mecanismos de certificación.

En relación con ello, la estructura organizacional que gestiona al Programa de Adquisición

de Alimentos se levanta sobre organismos especializados en el mismo, a través de un

enfoque intersectorial e interministerial, lo cual se halla en sintonía con la transversalidad

que se intenta sostener para el resto de las políticas vinculadas a la Economía Social y

Solidaria. Para el caso de Argentina, al no existir una política nacional específica de Compra

Pública, se complejiza la posibilidad de analizar su anclaje institucional. Sin embargo, se

evidencia una especificación de los organismos de gestión de las políticas vinculadas a la

Agricultura familiar, especialmente con la creación de la Subsecretaría de la Agricultura

Familiar y Desarrollo Rural en el Ministerio de Agricultura de la Nación y los Centros de

Investigación para la Agricultura Familiar en la estructura del INTA.

Respecto al lugar de la sociedad civil en las políticas vinculadas, en Brasil se resalta una

alta capacidad de organizaciones y movimientos sociales para reclamar por políticas. Las

iniciativas de Compra Pública no solo están legisladas ampliamente y con distintos órganos

efectores, donde la sociedad civil actúa como demandante pero también como ejecutora,

sino que tras el éxito de la iniciativa, la experiencia brasileña comenzó a guiar el desarrollo

de proyectos pilotos en otros países (Soares, 2017). En Argentina, la situación de la

Economía Social y Solidaria encuentra otra trayectoria, sin un movimiento de base

consolidado, sino a partir de movilizaciones surgidas en su mayoría en situaciones de crisis

(Coraggio, 2014). Respecto a la Compra Pública, ante la vacancia de reglamentación para

promover la compra por parte del Estado a la Agricultura Familiar, se ha presentado un

Proyecto de Ley gestionado desde organizaciones y movimientos sociales. Esto se vincula

con uno de los ejes de desigualdad comprendidos en estas políticas de Compra Pública,. Al

respecto, se recuperó el eje de las capacidades asociativas, por el cual si en Argentina las

organizaciones fueron limitadas exclusivamente al momento de implementación de la

política, y el rol que ocuparon acompasó un proceso de tercerización de las funciones del

Estado; en Brasil la participación social constituyó uno de los pilares del programa,

resaltando la necesidad del diálogo y alianzas con la sociedad civil organizada. ,

También, me detuve en otros tres ejes de desigualdad relacionados con estas políticas. A la

desigualdad en la capacidad asociativa mencionada en el párrafo previo, se anexa la

desigualdad derivada de la clase social, entendida como desigualdad en cuanto al control



de los medios de producción, la cual era nodal en las políticas de ambos países pero

comprendiendo en el caso brasilero no solo a les agicultures familiares desposeídes de

tierras y recursos, sino también a población destinataria, en situación de vulnerabilidad

alimentaria, así como en la especial derivación escolar de las Compras Públicas (ausente

en Argentina). Esto permitió interseccionar también la variable de la desigualdad racial,

dado que en Brasil, la normativa oficial contempla una amplitud de poblaciones, como los

grupos afroamericanos, quilombolas e indígenas, especificidades centrales para la

definición de la Agricultura Familiar propuesta por la Ley Argentina de Reparación Histórica.

Esto implicó desandar algunas nociones sobre la desigualdad respecto a la ciudadanía,

dado que en la normativa brasileña de Compra Pública, la categoría racial era demarcada e

institucionalizada como sujetes de derechos.

Finalizando esta ponencia, concluyo que el análisis de las políticas de Compra Pública de

alimentos a la Agricultura Familiar, patenta lo dicho sobre la recursividad de las

interrelaciones entre la estructura social y la política social, ya que la política no sólo se

genera a partir de la estructura social, es decir de los movimientos y la organización de la

Economía Social y Solidaria en general, y de la Agricultura Familiar en particular; sino que

contribuye también a los procesos de estructuración social de las sociedades, de los

procesos de producción, comercialización y consumo de alimentos, instituyendo actores e

instituciones, así como abonando a la configuración de nueves sujetes de derecho y valores

sociales. De esta manera, las políticas de Compra Pública de alimentos en Brasil y

Argentina, como toda política social, pueden pensarse no solo como la estatización de una

esfera antaño asignada al mercado, como la comercialización y distribución de alimentos de

la Agricultura Familiar, sino como intervenciones que operan y modulan de las desigualdad

sociales.
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